
 

D I C T A M E N  2 7 2 / 2 0 1 9  

(Sección 2ª) 

La Laguna, a 11 de julio de 2019. 

Dictamen solicitado por el Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Arucas en 

relación con la Propuesta de Resolución del procedimiento de responsabilidad 

patrimonial iniciado por la reclamación de indemnización formulada por (...), 

por daños ocasionados como consecuencia del funcionamiento del servicio 

público viario (EXP. 245/2019 ID)*. 

F U N D A M E N T O S  

I 
1. El objeto del presente Dictamen, solicitado por el Sr. Alcalde del 

Ayuntamiento de la Ciudad de Arucas, es la Propuesta de Resolución de un 

procedimiento de reclamación de la responsabilidad patrimonial de dicha 

Administración, iniciado el día 8 de agosto de 2018, a instancias de la interesada, en 

solicitud de una indemnización por las lesiones que le irrogó una caída que sufrió en 

una vía de titularidad municipal, cuyas funciones le corresponden al citado 

Ayuntamiento en virtud del art. 25.2.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 

de las Bases de Régimen Local (LRBRL). 

2. La afectada cuantifica la indemnización que solicita en 7.338 euros, lo que 

determina la preceptividad del Dictamen, la competencia del Consejo Consultivo de 

Canarias para emitirlo y la legitimación del Sr. Presidente para solicitarlo, según los 

arts. 11.1.D.e) y 12.3 de la Ley 5/2002, de 3 de junio, del Consejo Consultivo de 

Canarias, en relación el primer precepto con el art. 81.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 

(LPACAP), norma que, en virtud de su disposición transitoria tercera, es la normativa 

aplicable porque el presente procedimiento se inició con posterioridad a la entrada 
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en vigor de la misma. También son de aplicación los arts. 32 y siguientes de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). 

También es aplicable, específicamente, la ordenación del servicio municipal 

afectado, en relación con lo dispuesto en el art. 54 LRBRL. 

3. Concurren los requisitos legalmente establecidos para hacer efectivo el 

ejercicio del derecho indemnizatorio, regulado en el art. 106.2 de la Constitución, 

desarrollado en los arts. 32 a 34 LRJSP. 

4. La reclamante está legitimada activamente porque pretende el resarcimiento 

de los perjuicios que le han irrogado las lesiones personales que sufrió a 

consecuencia de la caída. El Ayuntamiento está legitimado pasivamente porque se 

imputa la causación del daño al funcionamiento anormal de un servicio público de 

titularidad municipal según el art. 26.1.a) LRBRL. 

5. Como repetidamente ha razonado este Consejo (ver por todos el Dictamen 

99/2017, de 23 de marzo), que la Administración mantenga relación contractual con 

una compañía de seguros, no significa que ésta sea parte en el procedimiento, puesto 

que la Administración responde directamente a los administrados de su actuación, sin 

perjuicio de que a la aseguradora se le pidan los informes que considere precisos la 

Administración para la determinación y valoración del daño. 

II 
1. El fundamento fáctico de la pretensión indemnizatoria descansa en las 

siguientes alegaciones: 

«(...) El día 12 de junio de 2018, sobre las 20:00 horas, sufrí una caída en la avenida El 

Puertillo por el mal estado de la citada avenida, acudiendo a mi auxilio mi marido que se 

encontraba conmigo paseando en ese momento y dos testigos que pudieron ver el siniestro. 

Estos dos testigos me confirmaron posteriormente, que habían ocurrido otros siniestros 

parecidos en esa zona. 

El accidente fue debido al mal estado de la avenida, concretamente por una baldosa que 

estaba suelte, la cual pise sin que me percatara de su existencia y provocó mi caída. En el 

lugar de los hechos no había ningún tipo de señal que advirtiera el peligro o cuidado por el 

estado de la misma. 

Fruto de esa caída, sufrí una serie de lesiones son las relatadas en los partes de lesiones, 

concretamente en su peroné izquierdo., entre otras, tumefacción maleolar externa de tobillo 

izquierdo, avulsión maleolo peroneal, erosiones en la rodilla, etc. (...) ». 
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Por los hechos expuestos, en escrito de alegaciones posterior, la reclamante 

solicita una indemnización de 7.338 euros. Además, aporta distinta documental a 

efectos probatorios. 

2. En atención a la tramitación del procedimiento se observan las siguientes 

actuaciones: 

- La reclamación se admitió a trámite mediante Decreto de Alcaldía, en fecha 18 

de febrero de 2019; que fue notificado oportunamente a las partes interesadas en el 

procedimiento. 

- Se emite el informe preceptivo del servicio técnico, que, entre otras, indica: 

«(...) en la fecha del siniestro presentaba en algunos pequeños tramos de la misma 

algunas baldosas sueltas que suelen aflojarse debido al paso ingente de personas que 

frecuentan la zona para pasear y hacer ejercicio. Así como al paso de bicicletas y los 

vehículos propios de los servicios municipales para atender los múltiples quehaceres en la 

zona. 

No se encontraba señalizada pues el que una baldosa se afloje no significa que entrañe 

peligro grave para los viandantes o al menos hasta ahora no lo había sido, ni en los últimos 

años ha habido incidente alguno como el que ha ocurrido con esta señora. 

El levantamiento de baldosas suele ocurrir todas las temporadas, por un lado en el 

solárium ya que las fuertes marejadas levantan grandes cantidades de baldosas y en el paseo 

en menor medida debido al gran uso que se le da a la zona, que siempre y en la misma época 

son reparados por esta concejalía. 

Valoración sobre la seguridad de la zona a fecha del siniestro, si cumplía con los 

estándares de seguridad en zona peatonal. 

Entendemos que la zona cumplía con las medidas adecuadas para ser utilizada por los 

peatones, solo existía algún pequeño tramo que tenía alguna baldosa suelta del uso cotidiano 

de la misma, pero que en principio al ser una zona totalmente llana y con bastante anchura, 

claridad e iluminación no revestía peligrosidad (...). 

Hasta la fecha nunca hemos recibido reclamación de otras caídas producidas en la zona o 

en el referido paseo (...)». 

- Por parte de la Policía Local se informó en abril de 2018 que existían anomalías 

en la zona de baño situada en los «Charcones». 

- La Instrucción del procedimiento concedió el periodo probatorio admitiéndose 

las pruebas propuestas. Por lo que se practicaron los interrogatorios a los testigos 

identificados correctamente que confirmaron los hechos, declarando, entre otras, 
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que la caída se produjo como consecuencia del estado del firme. Pero también se 

desprende que el desperfecto se veía existiendo luminosidad suficiente en el 

momento de la caída, que la zona peatonal era ancha y la afectada era conocedora 

del lugar. 

- Asimismo, la Instrucción del procedimiento otorgó el trámite de vista y 

audiencia del expediente. En este trámite la interesada reitera su pretensión 

resarcitoria. 

- Finalmente se elabora, con fecha 18 de junio de 2019, Propuesta de Resolución 

en la que se desestima la reclamación planteada. 

3. Se ha sobrepasado el plazo máximo de seis meses para resolver (art. 91.3 

LPACAP), sin embargo, aún expirado este, y sin perjuicio de los efectos 

administrativos y en su caso económicos que ello pueda comportar, sobre la 

Administración pesa el deber de resolver expresamente (art. 21.1 y 6 LPACAP). 

4. Por lo demás, no se aprecia la existencia de irregularidades en la tramitación 

del procedimiento que, por producir indefensión a la interesada, impidan un 

pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión planteada 

III 
1. La jurisprudencia ha precisado (entre otras STS de 26 de marzo de 2012; STS 

de 13 de marzo de 2012; STS de 8 de febrero de 2012; STS de 23 de enero de 2012) 

que «para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración 

son necesarios los siguientes requisitos: 

– La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e 

individualizado en relación a una persona o grupo de personas. 

– Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, en una relación directa, 

inmediata y exclusiva de causa efecto, sin intervención de elementos extraños que 

pudieran influir alterando el nexo causal. 

– Ausencia de fuerza mayor. 

– Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño». 

Una nutrida jurisprudencia (reiterada en las SSTS -3ª- 29 de enero, 10 de febrero 

y 9 de marzo de 1998) ha definido los requisitos de éxito de la acción de 
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responsabilidad patrimonial de la Administración en torno a las siguientes 

proposiciones: 

«A) La acreditación de la realidad del resultado dañoso –“en todo caso, el daño alegado 

habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una 

persona o grupo de personas”-; 

B) La antijuridicidad de la lesión producida por no concurrir en la persona afectada el 

deber jurídico de soportar el perjuicio patrimonial producido. La antijuridicidad opera como 

presupuesto de la imputación del daño. 

El criterio se recoge, por todas, en la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo 

de 3 de octubre de 2000, al interpretar que: 

“El título de atribución concurre, así, cuando se aprecia que el sujeto perjudicado no 

tenía el deber jurídico de soportar el daño [hoy la Ley de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común plasma normativamente 

este requisito al establecer en su artículo 141.1 que “Sólo serán indemnizables las lesiones 

producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el deber jurídico de 

soportar de acuerdo con la Ley (...)”]. Así puede ocurrir, entre otros supuestos, cuando se 

aprecia que la actividad administrativa genera un riesgo o un sacrificio especial para una 

persona o un grupo de personas cuyas consecuencias dañosas no deben ser soportadas por los 

perjudicados, o cuando del ordenamiento se infiere la existencia de un mandato que impone 

la asunción de las consecuencias perjudiciales o negativas de la actividad realizada por parte 

de quien la lleva a cabo”. 

C) La imputabilidad a la Administración demandada de la actividad causante del daño o 

perjuicio. Lo que supone la existencia de un nexo de causalidad entre la actividad 

administrativa y el perjuicio padecido. 

La Sala Tercera del Tribunal Supremo tiene declarado, desde la sentencia de 27 de 

octubre de 1998 (RJ 1998, 9460, recurso de apelación núm. 7269/1992), que el examen de la 

relación de causalidad inherente a todo caso de responsabilidad extracontractual debe tomar 

en consideración que: 

a) Entre las diversas concepciones con arreglo a las cuales la causalidad puede 

concebirse, se imponen aquellas que explican el daño por la concurrencia objetiva de 

factores cuya inexistencia, en hipótesis, hubiera evitado aquél. 

b) No son admisibles, en consecuencia, otras perspectivas tendentes a asociar el nexo de 

causalidad con el factor eficiente, preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para 

producir el resultado dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en 

contra del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 

Públicas. 
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c) La consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de causalidad, 

a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza mayor única circunstancia 

admitida por la ley con efecto excluyente, a los cuales importa añadir la intencionalidad de la 

víctima en la producción o el padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, 

siempre que estas circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de 

la consiguiente obligación de soportarla. 

d) Finalmente, el carácter objetivo de la responsabilidad impone que la prueba de la 

concurrencia de acontecimientos de fuerza mayor o circunstancias demostrativas de la 

existencia de dolo o negligencia de la víctima suficiente para considerar roto el nexo de 

causalidad corresponda a la Administración, pues no sería objetiva aquella responsabilidad 

que exigiese demostrar que la Administración que causó el daño procedió con negligencia, ni 

aquella cuyo reconocimiento estuviera condicionado a probar que quien padeció el perjuicio 

actuó con prudencia. El Tribunal Supremo en sentencia de fecha 18 de octubre de 2001 la 

define la lex artis como “la técnica, el procedimiento o el saber de una profesión”. Este es un 

criterio valorativo de la corrección de un concreto acto médico, que toma en consideración 

tanto las técnicas habituales, la complejidad y la trascendencia vital de la enfermedad, o la 

patología así como factores exógenos o endógenos propios de la enfermedad. 

D) La salvedad exonerante en los supuestos de fuerza mayor. A este efecto, es doctrina 

jurisprudencial constante la recogida por la Sala Tercera del Tribunal Supremo en la sentencia 

de 31 de mayo de 1999, la que establece que fuerza mayor y caso fortuito son unidades 

jurídicas diferentes: 

a) En el caso fortuito hay indeterminación e interioridad; indeterminación porque la 

causa productora del daño es desconocida (o por decirlo con palabras de la doctrina francesa: 

“falta de servicio que se ignora”); interioridad, además, del evento en relación con la 

organización en cuyo seno se produjo el daño, y ello porque está directamente conectado al 

funcionamiento mismo de la organización. En este sentido, entre otras, la STS de 11 de 

diciembre de 1974: “evento interno intrínseco, inscrito en el funcionamiento de los servicios 

públicos, producido por la misma naturaleza, por la misma consistencia de sus elementos, con 

causa desconocida”. 

b) En la fuerza mayor, en cambio, hay determinación irresistible y exterioridad; 

indeterminación absolutamente irresistible, en primer lugar, es decir aún en el supuesto de 

que hubiera podido ser prevista; exterioridad, en segundo lugar, lo que es tanto como decir 

que la causa productora de la lesión ha de ser ajena al servicio y al riesgo que le es propio. En 

este sentido, por ejemplo, la STS de 23 de mayo de 1986: “Aquellos hechos que, aun siendo 

previsibles, sean, sin embargo, inevitables, insuperables e irresistibles, siempre que la causa 

que los motive sea extraña e independiente del sujeto obligado”. En análogo sentido: STS de 

19 de abril de 1997 (apelación 1075/1992). 
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E) La sujeción del ejercicio del derecho al requisito temporal de que la reclamación se 

cause antes del transcurso del año desde el hecho motivador de la responsabilidad. 

Guarda, también, una evidente importancia la identificación de los criterios de 

aplicación a estos supuestos de los principios generales de distribución de la carga de la 

prueba. Cabe recordar, a este efecto, que, en aplicación del artículo 60.4 de la vigente Ley 

29/1998, de 13 de julio (RCL 1998, 1741), rige en el proceso contencioso-administrativo el 

principio general, inferido del Código Civil (LEG 1889, 27), que atribuye la carga de la prueba 

a aquél que sostiene el hecho («semper necesitas probandi incumbit illi qui agit») así como 

los principios consecuentes recogidos en los brocardos que atribuyen la carga de la prueba a 

la parte que afirma, no a la que niega («ei incumbit probatio qui dicit non qui negat») y que 

excluye de la necesidad de probar los hechos notorios («notoria non egent probatione») y los 

hechos negativos («negativa no sunt probanda»). En cuya virtud, este Tribunal en la 

administración del principio sobre la carga de la prueba, ha de partir del criterio de que cada 

parte soporta la carga de probar los datos que, no siendo notorios ni negativos y teniéndose 

por controvertidos, constituyen el supuesto de hecho de la norma cuyas consecuencias 

jurídicas invoca a su favor (por todas, sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 

del T.S. de 27.11.1985, 9.6.1986, 22.9.1986, 29 de enero y 19 de febrero de 1990, 13 de 

enero, 23 de mayo y 19 de septiembre de 1997, 21 de septiembre de 1998). Ello, sin perjuicio 

de que la regla pueda intensificarse o alterarse, según los casos, en aplicación del principio 

de la buena fe en su vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos 

de hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de difícil 

acreditación para la otra (sentencias TS (3ª) de 29 de enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 

1990, y 2 de noviembre de 1992, entre otras)». 

2. A la vista de la jurisprudencia expuesta, es a la parte demandante a quien 

corresponde, en principio, la carga de la prueba sobre las cuestiones de hecho 

determinantes de la existencia, la antijuridicidad, el alcance y la valoración 

económica de la lesión, así como del sustrato fáctico de la relación de causalidad que 

permita la imputación de la responsabilidad a la Administración. 

Como ha reiterado en múltiples ocasiones este Consejo Consultivo, el primer 

requisito para el nacimiento de la obligación de indemnizar por los daños causados 

por el funcionamiento de los servicios públicos es que exista daño efectivo y que éste 

sea consecuencia del dicho funcionamiento. La carga de probar este nexo causal 

incumbe al reclamante, tal como establece la regla general que establecen los 

apartados 2 y 3 del art. 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 

(LEC), conforme a la cual incumbe la prueba de las obligaciones al que reclama su 

cumplimiento y la de su extinción al que la opone. Sobre la Administración recae el 
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onus probandi de la eventual concurrencia de una conducta del reclamante con 

incidencia en la producción del daño, la presencia de causas de fuerza mayor o la 

prescripción de la acción, sin perjuicio del deber genérico de objetividad y 

colaboración en la depuración de los hechos que pesa sobre la Administración y, del 

principio de facilidad probatoria (art. 217.7 LEC), que permite trasladar el onus 

probandi a quien dispone de la prueba o tiene más facilidad para asumirlo, pero que 

no tiene el efecto de imputar a la Administración toda lesión no evitada, ni supone 

resolver en contra de aquélla toda la incertidumbre sobre el origen de la lesión (STS 

de 20 de noviembre de 2012). 

El art. 32 de la LRJSP exige que para que surja la obligación de indemnizar de la 

Administración que el daño alegado debe ser causado por el funcionamiento normal o 

anormal de un servicio público. No basta, por tanto, que el reclamante haya sufrido 

un daño al hacer uso de un servicio público, sino que es necesario que ese daño haya 

sido producido por su funcionamiento. Tampoco basta que este haya sido defectuoso. 

Es necesario que entre el daño alegado y el funcionamiento anormal haya una 

relación de causalidad. Para ello, es necesario que el hecho o conducta que se alega 

como causa del daño pertenezca al ámbito de actividad o funcionamiento del 

servicio. Si ese hecho o conducta lesiva no es reconducible a él, porque, por 

ejemplo, forma parte de los riesgos generales de la vida o se debe a un tercero; 

entonces, lógicamente, no ha sido causado por el funcionamiento del servicio. 

Este Consejo Consultivo ha señalado en sus Dictámenes 389/2018 y 456/2017, de 

11 de diciembre: 

«Por ello hemos razonado reiteradamente que, en cuanto a la relación causal entre el 

funcionamiento del servicio público de conservación de las vías y los daños por caídas de 

peatones que se imputan a desperfectos de la calzada, si bien los peatones están obligados a 

transitar por ellas con la diligencia que les evite daños y por ende obligados a prestar la 

atención suficiente para percatarse de los obstáculos visibles y a sortearlos, también les 

asiste su derecho a confiar en la regularidad y el funcionamiento adecuado de los servicios 

públicos, por lo que debemos analizar singularmente caso por caso a fin de determinar si 

existe nexo causal y si concurren circunstancias que puedan quebrar total o parcialmente la 

citada relación de causalidad». 

Nos remitimos, asimismo, al dictamen de este Consejo Consultivo n.º 313/2018: 

«En relación con el funcionamiento del Servicio, procede remitirse a lo que ya se le 

manifestó en el reciente Dictamen 131/2018, de 3 de abril, en el que se indicaba lo siguiente: 

http://www.consultivodecanarias.org/


http://www.consultivodecanarias.org/ Consejo Consultivo de Canarias

 

Página 9 de 12 DCC 272/2019 

“Como ha razonado este Consejo en supuestos similares (DDCCC 88/2018, 

398/17,397/2017 y 390/2017, entre otros), aun admitiendo, como se hace, que la causa de la 

caída fuera el alegado desperfecto, es preciso tener en cuenta que de la mera producción del 

accidente no deriva sin más la responsabilidad patrimonial de la Administración pues se 

precisa que, entre otros requisitos, concurra el necesario nexo causal entre el funcionamiento 

de los servicios públicos y el daño por el que se reclama. 

En relación con este requisito cuando se trata de caídas producidas en los espacios 

públicos procede reiterar la reiterada doctrina sentada por este Consejo en el Dictamen 

376/2015, donde se ha señalado lo siguiente: 

“El art. 139.1 LRJAP-PAC exige que para que surja la obligación de indemnizar de la 

Administración el daño alegado debe ser causa del funcionamiento normal o anormal de un 

servicio público. No basta por tanto que el reclamante haya sufrido un daño al hacer uso de 

un servicio público, sino que es necesario que ese daño hay sido producido por su 

funcionamiento. Tampoco basta que este haya sido defectuoso. Es necesario que entre el 

daño alegado y el funcionamiento anormal haya una relación de causalidad. (...). 

Las calles de una ciudad presentan distintos planos y elementos sobre su superficie que 

los transeúntes han de superar o sortear. (...). 

En el supuesto de que los desniveles, irregularidades y presencia de obstáculos en las 

vías públicas obedezcan a deficiencias en el funcionamiento del servicio de conservación de 

las vías públicas, si son visibles por los viandantes éstos pueden evitar tropezar con ellos y 

caer, ya sea sorteándolos, ya sea adaptando su marcha al estado de la vía. En caso de que 

tropiecen con ellos y caigan, tampoco es el estado de la vía la causa eficiente de su caída, 

sino la omisión de la precaución debida al deambular”. 

Sin embargo, también hemos señalado (por todos, Dictámenes, 191/2017, de 12 de junio 

y 99/2017, de 23 de marzo) que esta regla general –la inexistencia de nexo causal entre el 

funcionamiento del servicio público de conservación de las vías y los daños por caídas de 

peatones que se imputan a desperfectos de la calzada, porque los peatones están obligados a 

transitar por ellas con la diligencia que les evite daños y por ende obligados a percatarse de 

los obstáculos visibles y a sortearlos- admite excepciones, lo que nos obliga a analizar 

singularmente caso por caso a fin de determinar si existe nexo causal y si concurren 

circunstancias que puedan quebrar total o parcialmente la citada relación de causalidad pues 

no es razonable exigirle a los peatones un nivel de atención extremo al transitar por la vía 

pública, máxime cuando lo hacen con la confianza en que la Administración ha prestado el 

servicio con la eficacia que se le presupone». 
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Y añade el Dictamen 307/2018, lo que ha sido reiterado, entre otros muchos, por 

los Dictámenes 367/2018, de 12 de septiembre, 397/2018, de 28 de septiembre, 

116/2019, de 4 de abril y 139/2019, de 23 de abril, lo siguiente: 

«No obstante, este Consejo también ha mantenido que los ciudadanos tienen derecho, 

cuando transitan por los espacios públicos destinados a tal fin, a hacerlo con la convicción de 

una razonable seguridad y es obligación de la Administración mantener las vías públicas en 

adecuadas condiciones de conservación, velando por la seguridad de los usuarios de las 

mismas, adoptando las medidas que fueren necesarias con el fin de evitar la existencia de 

riesgos que culminen con un accidente como el aquí producido (Dictámenes 468/2014, de 30 

de diciembre; 441/2015, de 3 de diciembre; 4/2016, de 12 de enero; 115/2016, de 12 de 

abril; 274/2016, de 19 de septiembre; 463/2017, de 19 de diciembre y 91/2018, de 7 de 

marzo, entre otros). 

Al respecto este Consejo Consultivo ha manifestado en el reciente Dictamen 85/2018, de 

1 de marzo, que es responsabilidad de las Administraciones Públicas titulares de las vías 

asegurar que en los lugares de obligado paso y uso por los peatones no existan obstáculos o 

elementos que dificulten su deambulación segura y que estos usuarios pueden depositar su 

confianza en que las mismas velarán por el adecuado estado de dichos lugares y no se vean 

obligados a incorporar especiales cautelas en su utilización». 

3. En el presente supuesto, la propuesta de resolución desestima la reclamación 

de responsabilidad patrimonial, por atribuir toda la responsabilidad de la caída a la 

propia perjudicada, entendiendo que transitaba distraída, lo que le impidió 

percatarse del desperfecto en el paseo y sortearlo. 

Sin embargo mostramos desacuerdo con la propuesta de resolución. Queda 

probado en el expediente tanto de la testifical, como de las fotografías obrantes en 

el expediente y del informe del servicio técnico municipal, que en el lugar del 

accidente existían unas losetas en mal estado de conservación, cuyo mantenimiento 

corresponde al Ayuntamiento. 

En este sentido el Ayuntamiento reconoce la existencia de losetas rotas en el 

paseo, las cuales fueron reparadas con posterioridad al siniestro, además los testigos 

presenciales manifestaron que la interesada se cayó al tropezar con las losetas 

sueltas, habiendo manifestado uno de los testigos, vecino de la zona, que con 

anterioridad ha presenciado la caída de otras personas por el mismo motivo, por lo 

tanto las circunstancias concurrentes permiten concluir que ha habido un anormal 

funcionamiento del servicio de mantenimiento de la vía pública, que ha creado un 

riesgo objetivo para los transeúntes 
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Ahora bien, a la vista de las anteriores circunstancias podemos concluir que la 

causa del accidente se debió tanto al deficiente mantenimiento del pavimento del 

paseo como a la distracción de la reclamante, ya que en relación con esta última 

cuestión, consta igualmente acreditado en el expediente que el siniestro tuvo lugar a 

plena luz del día, el defecto era visible y la reclamante deambulaba hablando con 

otra persona y por lo tanto no prestaba la debida atención a los obstáculos de la 

acera, por lo que se aprecia concausa en la producción del siniestro. De ahí que 

existiendo concurrencia de culpas la responsabilidad se deba repartir al 50% entre la 

reclamante y el Excmo. Ayuntamiento de Arucas. 

4. En cuanto a la valoración del daño, la interesada reclama la cantidad de 7.338 

euros correspondientes a 99 días de perjuicio personal básico y 84 días moderado, 

mientras que por parte de la Administración se tasan los daños en la cantidad de 

4.495,74 euros, correspondientes a 51 días impeditivos y 27 días no impeditivos, 

otorgándole además 1 punto de secuela. 

A la vista de los informes es procedente concluir que la valoración efectuada por 

la interesada es más ajustada a derecho que la realizada por la Administración, por 

cuanto consta acreditado que aquella estuvo de baja desde el 12 de junio de 2018 

hasta el día 13 de diciembre de 2018, fecha en la que recibió el alta médica. Sin 

embargo la pericial de la Administración únicamente valora, los días de tratamiento 

rehabilitador efectivo, descontando el resto de días hasta el alta, interpretación que 

no se comparte, toda vez que la limitación derivada de sus lesiones se extiende 

desde el día que sufrió el accidente hasta el momento del alta médica con 

independencia de las concretas sesiones de rehabilitación que hubiera recibido. 

A la cantidad total procedente en concepto de indemnización, resultante de 

rebajar en un 50% la indemnización calculada, por la parte de culpa de la propia 

perjudicada, se le ha de añadir, por mandato del artículo 34.3 de la LRJSP, la 

actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad 

patrimonial con arreglo al Índice de Garantía de Competitividad fijado por el 

Instituto Nacional de Estadística y los intereses que procedan por demora en el pago 

de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la 

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
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C O N C L U S I Ó N  

La Propuesta de Resolución, de carácter desestimatorio, se considera no ajustada 

a derecho por los razonamientos expuesto en el Fundamento III del presente 

Dictamen. 
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